                                                             TUTELA PRIMERA INSTANCIA

                                         RADICACIÓN:        6600122040002005-00030-00

                                         ACCIONANTE:  ALVARO FRANCISCO ROJAS GONZÁLEZ 
                                                                                                                 ACCIONADA:                                           FISCALÍA UNIDAD DE VIDA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, junio nueve de dos mil cinco

Aprobado por acta No. 242           Hora: 05:45 pm

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor ALVARO FRANCISCO ROJAS GONZÁLEZ, contra la Jefe de la Unidad de Vida de la Fiscalía General de la Nación Seccional Pereira, al considerar violado el derecho de petición.    

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta el señor ROJAS GONZÁLEZ, se puede concretar en:

2.1.- El día nueve (9) de junio de 2004 solicitó a la Dra. NANCY RAMÍREZ PULGARÍN en su condición de Jefe de la Unidad de Vida de la Fiscalía Seccional, la devolución de una caución que consignó en el Banco Popular en el año 1995 por valor de UN MILLÓN DE PESOS, con el fin de garantizar las obligaciones impuestas por la libertad condicional concedida a su hija JULIA PATRICIA ROJAS GRANADA; lo anterior, por cuanto el proceso terminó en el mes de febrero de 2004 con fallo condenatorio en la Corte Suprema de Justicia. 

2.2.- Ante la no respuesta, envió otra petición similar a la cual si se le dio contestación el día diecinueve (19) de Noviembre del citado año, en donde se le mencionaron gestiones que se estaban llevando a cabo ante el Banco Agrario con el fin de “conseguir fotocopia legible de su consignación”. Más tarde, el día dos (2) de Diciembre, recibe nueva comunicación donde se adjunta oficio enviado por esa Unidad al Tesoro Nacional, por medio del cual “envía a esta dependencia copia legible de la consignación” y solicita hacer efectiva la devolución de esa caución. 

2.3.- Al no sentirse conforme con esas respuesta, envía una tercera petición el día diecisiete (17) de febrero de 2005, por medio de la cual no sólo pide la devolución del dinero sino también el reconocimiento del interés bancario como rendimiento de ese dinero durante el tiempo que permaneció en poder de la Fiscalía, al igual que intereses moratorios desde el momento en que debió haberse hecho la devolución respectiva. Al respecto recibió una comunicación de fecha primero (1º) de Marzo de 2005, en la cual “se da a conocer cual fue el destino del dinero correspondiente a los títulos judiciales que ese despacho dispuso la prescripción”; se adjunta documento enviado por la directora del Banco Agrario en el cual se menciona “como estaba constituida la consignación y luego indica que no es posible saber si el dinero fue cobrado por el destinatario”. 

2.4.- Por todo lo anterior, considera que no se le ha dado una respuesta clara a sus peticiones, pues todo lo informado ha sido evasivo. No sabe en conclusión si se le va a entregar o no se le va a entregar ese dinero. Trae a colación abundante jurisprudencia referida a la violación del derecho fundamental de petición.
3.- CONTESTACIÓN

La señora Fiscal accionada, hizo uso del traslado del escrito de tutela para responder que:

3.1.- No es cierto que haya guardado silencio frente a la tutela interpuesta por el ciudadano JORGE ALBERTO CALDERÓN CÁRDENAS -sic-
3.2.- Al señor CALDERÓN CÁRDENAS -sic- se le ha explicado satisfactoriamente el destino dado al título cuya devolución ordenó la Juez Cuarto Penal del Circuito.

3.3.- Las respuestas ofrecidas son las siguientes: a)- El nueve (9) de Junio de 2004 dispuso la devolución del dinero y así se lo hizo saber a la interesada JULIA PATRICIA ROJAS, actualmente recluida; b)- Ante los inconvenientes para la reclamación, mantuvo cruce de correspondencia con el Banco Agrario y con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público; c)- El último derecho de petición lo contestó el día veintiuno (21) de marzo; d)- La tutela debió dirigirse contra las entidades a quienes la Fiscalía confió el título.

4.- PRUEBAS

Tanto el accionante como accionada adjuntaron a sus escritos la documentación referida al cruce de comunicaciones entre ellos, al igual que los escritos dirigidos al Banco Agrario y al Tesoro Nacional con respecto a la consignación y destino dado a esos dineros. 

Por parte de esta Sala de Decisión, se dispuso escuchar en declaración al aquí accionante con el fin de conocer en detalle la razón de ser de su demanda.

5.- SE CONSIDERA
5.1.- Cuestiones previas

5.1.1.- Anteriormente el aquí accionante ROJAS GONZÁLEZ, en representación de su hija privada de la libertad, presentó demanda de Tutela por estos mismos hechos, cuya pretensión no se limitaba al derecho de petición propiamente dicho, sino que su deseo iba más allá al pretender obtener una decisión favorable a su pretensión económica. La Sala rechazó la demanda por falta de legitimación para actuar, toda vez que no tenía la condición de agente oficioso, ni contaba con la condición de abogado para ejercer dicha representación.

Esta nueva acción la instaura a nombre propio, única y exclusivamente para que se le proteja su fundamental derecho de petición, dado que por este aspecto tiene un interés personal en que la autoridad pública le responda positiva o negativamente, pero de fondo y de manera sustancial a sus requerimientos. Vistas así las cosas, la Sala estimó procedente dar trámite a la demanda para los fines específicos a los cuales alude el accionante ROJAS GONZÁLEZ.

5.1.2.-  Aunque la señora Fiscal accionada alude en su escrito de contestación, que el accionante en este caso es el señor “Jorge Alberto Calderón Cárdenas”, es necesario entender que se trata de una equivocación involuntaria, pues el citado CALDERÓN CÁRDENAS es el Subdirector Operativo de la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional, de parte del cual ninguna demanda de tutela se ha instaurado ante este Tribunal por estos mismos hechos.

5.2.- Problema a resolver 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si la respuesta que la señora Jefe de la Unidad de Vida de la Fiscalía General de la Nación le brindó al peticionario ALVARO FRANCISCO ROJAS GONZÁLEZ, constituye una respuesta satisfactoria o, por el contrario, se trata de una respuesta evasiva, sin definir el fondo del asunto.  

5.3.- Solución al debate

Aunque el accionante es profuso en la mención de jurisprudencia que respalda su petición, la Sala desea mencionar dos decisiones de la Corte Constitucional que recogen lo sustancial de este asunto, ellas son:

Acerca del núcleo esencial del derecho de petición, nos dice la Sentencia T-069 de 1997:
“...el derecho de petición, incluye no sólo la posibilidad de que las personas puedan dirigirse a las autoridades publicas, en interés particular o general, sino también a que se dé una respuesta clara y precisa, del asunto sometido a su consideración, dentro del termino legalmente establecido para ello. Por lo tanto, cuando la autoridad omite resolver de fondo el asunto planteado, vulnera el derecho amparado en al artículo 23 Superior, cuyo núcleo esencial comprende una pronta resolución”. (resaltado ajeno)
Y se agrega en la sentencia T-198 de 2000:

"La garantía de que se trata se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. En el marco del derecho de petición, "sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado", como lo expresó esta Corte en fallo relativo al tema". (resaltado ajeno)
Lo primero a concretar se puede resumir en el siguiente interrogante: ¿Qué es lo que desea el señor ROJAS GONZÁLEZ?, y la respuesta es sencilla: SIMPLEMENTE QUE SE LE DIGA SI HAY O NO LUGAR A LA DEVOLUCIÓN DEL DINERO CONSIGNADO POR CONCEPTO DE CAUCIÓN PRENDARIA PARA QUE SU HIJA DISFRUTARA DE LIBERTAD. En caso de que la respuesta fuera positiva, entonces que se procediera de inmediato a la entrega del dinero; de ser negativa, que se le dijera cuál es el camino a seguir para obtener respuesta favorable a su pretensión.

Esa petición, clara y precisa, contrasta con varias respuestas cuyo contenido se muestra confuso y contradictorio según lo aprecia el Tribunal. Con el debido respeto que nos merece la distinguida funcionaria encargada de dilucidar este asunto, corresponde decir que aquí ha faltado concreción habida consideración al tiempo transcurrido sin que a la fecha se tenga definido si hay o no lugar a la entrega de ese dinero.

Para ser fiel al contenido de esas respuestas, transcribiremos los apartes pertinentes de cada una de ellas en orden cronológico:

Noviembre 19 de 2004: “…en la fecha esta Jefatura ha solicitado al Gerente del Banco Agrario de la ciudad, certifique la autenticidad del recibo de consignación que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público le devolvió por considerarlo ilegible…Una vez obtenida la respuesta, se procederá a solicitar nuevamente al Tesoro Nacional la devolución del valor del título…”

Diciembre 02 de 2004: “En atención a su derecho de petición, me permito remitirle copia del oficio remitido al señor Jorge Alberto Calderón Cárdenas y del recibo de consignación”. Y en el oficio que allí se cita como dirigido al Subdirector Operativo del Tesoro Nacional, se lee: “…Con el presente le estoy remitiendo copia legible de la consignación que hicimos el día cinco de enero del presente año -2004-, … cuya devolución fue ordenada por esta jefatura … Agradezco de antemano proceder a la cancelación del título por cuanto estamos subsanando la falencia en atención al derecho de petición elevada por el señor Calderón Cárdenas … Favor informarnos en el momento en que sea cancelado dicho valor a su peticionario”.

Marzo 01 de 2005: “…me permito remitirle copia del oficio…dirigido a la.. Subdirectora Operativa Dirección General de Crédito Público del Tesoro Nacional, así como del oficio…del Banco Agrario de esta ciudad, donde dan a conocer cual fue el destino del dinero correspondiente a los títulos judiciales que este despacho dispuso la prescripción y dentro de los cuales se encuentra el de su hija JULIA PATRICIA ROJAS GRANADA”.

A no dudarlo, el aquí peticionario ha tenido que divagar entre respuesta disonantes, unas en donde se le alegraba con la noticia de que ya iba a recibir el dinero (las de Noviembre y Diciembre de 2004), y otras donde se daba por clausurado el asunto con la nefasta noticia de haber sido declarada prescrita la caución, aunado a las respuestas contrapuestas del Banco Agrario como emisor y del Tesoro Nacional como receptor.

Al momento ni el aquí accionante sabe, ni el Tribunal tampoco, si el dinero está o desapareció, si se le puede entregar como se desprende del hecho de haberse dispuesto “su devolución” tanto por la señora Juez del conocimiento como por la señora Jefe de la Unida de Vida de la Fiscalía, o si definitivamente la prescripción es situación consolidada que impide proceder de esa manera. Ante este oscuro panorama, comprende la Corporación la desazón en que se encuentra el señor ROJAS GONZÁLEZ, quien ni siquiera puede ejercitar otro tipo de acciones judiciales por estar a la espera de que por fin le digan si este trámite permite o no concluir con la entrega del dinero.

Lo primero que llama la atención, es el hecho de que en los dos primeros comunicados de Noviembre y Diciembre de 2004, se le esté diciendo al señor ROJA GONZÁLEZ que ya se ha ordenado la devolución del dinero y que se están haciendo las gestiones pertinentes ante esas otras autoridades para su entrega, cuando desde mucho antes ya se había emitido la Resolución No 007 del veintiocho (28) de Noviembre de 2003 (documento anexo a la contestación de la tutela), que declaraba la prescripción de ese título, entre otros. Es decir, que UN AÑO antes ya era un hecho conocido la prescripción y hasta la entrega del dinero a órdenes del Tesoro Nacional (esa transferencia ocurrió el día cinco de enero de 2004).

Pero llama igualmente la atención, la razón para haberse hecho esa declaratoria de prescripción, toda vez que sólo a partir del momento en que terminó DEFINITIVAMENTE el proceso, comenzaba a correr el término respectivo. De conformidad con lo enunciado en la demanda de Tutela: “…en febrero de 2004 el proceso que se le seguía tuvo su final con sentencia de la Corte Suprema de Justicia…”. O de igual manera, desde el momento en que el beneficiario estuvo en posibilidad legal de reclamarlos o cobrarlos; pero se sabe que esa consignación garantizaba la libertad de la procesada JULIA PATRICIA ROJAS, la misma que perduró hasta el momento en que la Corte casó el fallo y dispuso la condena. Y fue precisamente éste el momento tenido en consideración por la señora Juez para disponer la devolución de la caución, como lo indica la contestación a la Tutela: “…título cuya devolución ordenó la Juez Cuarto Penal del Circuito, una vez conocido el fallo condenatorio por parte de la Corte Suprema de Justicia en contra de JULIA PATRICIA ROJAS GRANADA”.

Considera la Sala que el aquí interesado merece que se le responda de una vez:

1. Está o no está el dinero consignado. Aparece o no aparece una consignación hecha a favor del Tesoro Nacional. Sí está, dónde se encuentra en la actualidad ese dinero, y si no está, deberá precisarse si se formuló o no se formuló la denuncia que anunció la señora Fiscal el día quince (15) de abril del presente año en comunicación dirigida a la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional.

2. Está o no está en firme la Resolución que puso término a la caución por la vía de la prescripción. Si está en firme, por qué se inició un trámite tendiente a la devolución de la caución a favor del interesado, con indicación a éste que se está gestionando su entrega. Y si no está en firme, por qué se le envía la última comunicación al señor ROJAS GONZÁLEZ donde se sigue mencionando la declaratoria de prescripción del citado título. 

3.- Si a consecuencia de todo lo anterior, se le va a devolver el dinero o no se le va a devolver. Si se le va a devolver, en qué fecha se haría la entrega. Si no se le va a devolver, deberá precisar el ente Fiscal si existe o no algún tipo de recursos o alternativa para agotar por parte del interesado en procura de hacer valer su pretensión. 

Por lo dicho, no se puede pedir ahora al interesado que inicie una cadena interminable de gestiones ante los restantes organismos oficiales, para solucionar un problema que por supuesto él no causó. No es deber del usuario por tanto gestionar la obtención de aclaraciones que sólo a las autoridades oficiales concierne. Si para la respuesta que debe ofrecer la Fiscalía, se hace estrictamente indispensable conocer alguna otra información de la entidad Bancaria o del Tesoro Nacional, debe intentar su esclarecimiento a través de una verificación personal o acudir prontamente a los organismos de control respectivos para que de manera efectiva cooperen a esa finalidad. 

Si hemos de concluir por tanto que las respuestas ofrecidas fueron incompletas y no colman las expectativas del aquí accionante, como circunstancia que al decir de la jurisprudencia vulnera el núcleo esencial del derecho de petición, la tutela está llamada a prosperar.

En ese sentido, la Sala de Decisión dispone que por parte de la funcionaria accionada se dé respuesta al interesado dentro del término máximo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este fallo, en los términos indicados en la parte motiva. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el DERECHO DE PETICIÓN en cabeza del ciudadano ALVARO ROJAS GONZÁLEZ. 

SEGUNDO:  SE DISPONE, en consecuencia, que la Jefe de la Unidad de Vida de la Fiscalía General de la Nación Seccional Pereira, quien aquí figura como accionada, dé respuesta de fondo, completa, clara y definitiva, respecto a las peticiones que hace el accionante señor ROJAS GONZÁLEZ, dentro del término de cuarenta y ocho (48) siguientes a la notificación de este fallo y de conformidad con lo expresado en la parte motiva.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, REMÍTASE el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
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